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Expte. nº 8443/12 “Baratta, 
Graciela Delia y otros s/ queja por 
recurso de inconstitucionalidad 
denegado en ‘Colacino, Ludovico y 
otros c/ GCBA s/ empleo público 
(no cesantía ni exoneración)’” 

 
 

Buenos Aires,               1 de agosto de  2012 
 

Vistos: los autos indicados en el epígrafe, 
 

resulta: 

 
1. Graciela Delia Baratta, Marta Pereira, Herminda Vázquez, 

Horacio Ferretto, Gabriela Alejandra Garrido, Elsa Emma Tur, Marcela 

Alejandra Bermúdez, Irma Ercilia Salas Etcheverry, Néstor Oscar 
Garrido e Irene Aurora Zabala interponen recurso de queja ante este 
Tribunal (fs. 59/70) contra la sentencia de la Sala I de la Cámara de 

Apelaciones en lo Contencioso Administrativo y Tributario que denegó 
la concesión del recurso de inconstitucionalidad que interpusieron 
contra el pronunciamiento del tribunal a quo que —en lo que aquí 

interesa— confirmó la decisión del juez de grado respecto de la tasa 
de interés aplicable a las diferencias salariales reconocidas en autos. 

 

2. En el caso, los coactores —docentes transferidos desde la 
jurisdicción nacional a la del Gobierno de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires (en adelante, GCBA)— promovieron demanda contra el 
GCBA con el objeto que se les abonasen las diferencias salariales 

que surgieran de las pruebas a rendirse en autos, o el importe 
equivalente en concepto de daños y perjuicios para el caso de que no 
se considerara que las sumas reclamadas formaban parte del salario. 

Solicitaron, también, la declaración de inconstitucionalidad de la 
normativa que se opusiera al principio de “igual remuneración por 
igual tarea” (fs. 3/25 vuelta, autos principales). 

El juez de grado hizo lugar a la demanda condenando al GCBA 
a pagar a los coactores las diferencias salariales existentes entre el 
servicio educativo local y el fijado para el personal transferido desde la 
órbita nacional por la ley nº 24.049, “con más los intereses que 
deberán liquidarse conforme a lo expuesto en el considerando V”. En 

dicho considerando, estableció que los intereses —de acuerdo a los 

precedentes jurisprudenciales que citó— debían calcularse desde el 
nacimiento de cada una de las diferencias salariales hasta el 6 de 
enero de 2002 a la tasa pasiva que publica el Banco Central de la 

República Argentina y desde el 7 de enero de 2002 hasta septiembre 
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del mismo año a la tasa activa promedio del Banco de la Nación 
Argentina, aplicándose nuevamente la tasa pasiva a los períodos 
posteriores a septiembre de 2002 hasta la fecha del efectivo pago (fs. 

598/605 vuelta, autos principales). 
 
3. Contra la sentencia de grado, se alzaron ambas partes. Los 

coactores Graciela Delia Baratta, Marta Pereira, Herminda Vázquez, 
Horacio Ferretto, Gabriela Alejandra Garrido, Elsa Emma Tur, Marcela 
Alejandra Bermúdez, Irma Ercilia Salas Etcheverry, Néstor Oscar 

Garrido e Irene Aurora Zabala cuestionaron, en lo que aquí importa, la 
tasa de interés fijada en el pronunciamiento recurrido pues —según 
afirmaron— ésta no cumplía con la finalidad resarcitoria que tenían los 

intereses moratorios, desapoderando al trabajador de una parte 
sustancial de su salario (fs. 34/44). El GCBA, por su parte, desistió del 
recurso de apelación que oportunamente interpusiera (v. fs. 46, punto 

I). 
 
4. La Cámara de Apelaciones en lo CAyT, previo traslado al 

GCBA del recurso de apelación deducido por los coactores (el que no 
fue contestado por dicha parte) confirmó la tasa de interés aplicada 
por el magistrado de grado (fs. 46/48).  

Para decidir del modo en que lo hizo, la Cámara de Apelaciones 
se remitió a los precedentes de ese tribunal en los autos “Paletta, Aldo 
Daniel c/ GCBA s/ revisión de cesantías o exoneraciones de emp. 

públ”, expte. RDC 99/0, sentencia de fecha 26 de febrero de 2002; 
“Ottonello, Juan Carlos c/ GCBA s/ empleo público (no cesantía ni 
exoneración)”, expte. nº 1065/0, sentencia de fecha 27 de febrero de 

2004 y “Camp, Carlos Alberto c/ GCBA y otros s/ daños y perjuicios 
(excepto resp. médica)”, expte. nº 10.199/0, sentencia de fecha 25 de 

septiembre de 2003.  

 
5. En el recurso de inconstitucionalidad (fs. 49/56 vuelta), cuya 

denegatoria dio lugar a la queja de la que se da cuenta el punto 1 
precedente, los coactores se agraviaron “… por UNA ÚNICA 
CUESTIÓN CENTRAL por la cual el fallo de Alzada cae en 
INCONSTITUCIONALIDAD y resulta pasible de ser calificado como 

SENTENCIA ARBITRARIA, a saber: la tasa bancaria impuesta para el 
cálculo de los INTERESES” (el uso de mayúsculas corresponde al 

texto original). Argumentaron que el pronunciamiento recurrido 
conculcaba el derecho de propiedad pues “si observamos que la 
sentencia —tanto de la 1era instancia como la de Alzada— condenan 
a la accionada (GCBA) a equiparar y abonar la diferencias salariales 

desde el año 1996 en adelante… dado lo magro de la remuneración 
de los docentes en dicho lejano lapso comparado con el actual nivel 
salarial, comprenderemos que de no aplicar la tasa activa de interés 
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bancario para el cálculo de las diferencias salariales estaremos 
desapoderando a los docentes entregando sumas envilecidas e 
insuficientes en beneficio del demandado incumplidor a favor de quien 

se produciría un enriquecimiento sin causa” (fs. 50). 

Asimismo, puntualizaron que, el propio GCBA en el presupuesto 
anual 2011 presentado ante la Legislatura porteña estimó una 

inflación anual del 30% y que la tasa de interés mensual está, hace 
largos años, en el 1,55% por lo cual aun aplicando dicha tasa no se 
llegaría al 30% anual estimado por el propio GCBA.  

Citaron precedentes jurisprudenciales correspondientes a la 
Justicia Nacional en lo Civil y del Trabajo e invocaron la afectación de 
sus derechos de propiedad, al trabajo y a la protección de su salario 
(arts. 14, 14 bis, 16, 17, 18, 19 y concordantes de la Constitución 

nacional). 
 

6. A su turno, la Cámara de Apelaciones en lo CAyT sustentó la 
denegatoria del recurso de inconstitucionalidad en la ausencia de 
sentencia arbitraria, único fundamento —a criterio del tribunal— de las 

objeciones formuladas por la parte recurrente (fs. 58 y vuelta). 
 
7. Requerido su dictamen, el Fiscal General Adjunto propició el 

rechazo del recurso directo por no demostrarse la existencia de causa 
constitucional, ni configurarse un supuesto de sentencia arbitraria (fs. 
80/82). 

  
  

Fundamentos: 

 
El juez José Osvaldo Casás dijo: 
 

1. El recurso de queja incoado por los coactores Graciela Delia 
Baratta, Marta Pereira, Herminda Vázquez, Horacio Ferretto, Gabriela 
Alejandra Garrido, Elsa Emma Tur, Marcela Alejandra Bermúdez, Irma 

Ercilia Salas Etcheverry, Néstor Oscar Garrido e Irene Aurora Zabala a 
fs. 59/70 no puede prosperar pues no ha logrado acreditar que en el 
sub examine haya quedado configurado un caso constitucional, 

conforme exige el art. 113, inc. 3, para el andamiento de la vía 
recursiva intentada. 

 

2. En mi concepto, el planteo desarrollado en el recurso de 
inconstitucionalidad interpuesto a fs. 645/653 que ahora se intenta 
mantener ante este Estrado sólo trasunta la discrepancia de los 

accionantes con el decisorio atacado mas no logra acreditar que la tasa 
de interés que los jueces de la causa entendieron aplicable al crédito 
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reconocido judicialmente en el sub examine importe una afectación de 

su derecho de propiedad.  
El agravio se limita a señalar que “con los índices inflacionarios 

de los últimos años no puede sostenerse, seriamente, que no se 
encuentre afectado el derecho de propiedad de los COACTORES 
sobre las sumas salariales adeudadas. De aplicarse la tasa pasiva para 

el cálculo de los intereses judiciales (…) a los COACTORES se le 
abonarían sumas absolutamente envilecidas, totalmente depreciadas y 
el interés judicial no cumpliría, de modo alguno con su función 

compensatoria, resarcitoria” beneficiándose al demandado incumplidor, 

a favor de quien se produciría un enriquecimiento sin causa (el uso de 
mayúsculas corresponde al texto original).  

Ahora bien, en lo que aquí importa, los recurrentes no se han 
hecho cargo de rebatir todos y cada uno de los fundamentos 
esgrimidos por el a quo —por remisión a distintos precedentes— para 

arribar a las conclusiones que los agravian ni tampoco han acreditado 
concretamente que la modalidad determinada para el cálculo de los 
accesorios del capital adeudado en autos redunde en un efectivo 

menoscabo patrimonial. En este sentido, no han intentado, siquiera, 
efectuar una operación matemática que dé cuenta de la trascendencia 
del agravio a la propiedad que se denuncia.  

En consecuencia, es posible concluir que la solución jurídica 
defendida por los accionantes no se encuentra razonada con referencia 
a las circunstancias de la causa y a los términos del fallo que la 

resuelve. 
Resulta oportuno recordar aquí que en numerosas ocasiones se 

ha sostenido que “la referencia ritual a derechos constitucionales, si no 

se acredita precisa y fundadamente su cercenamiento, es insuficiente, 
ya que si bastara la simple invocación de un derecho o garantía de 
raigambre constitucional este Tribunal se vería convertido, de ordinario,  

en tercera instancia obligada de todos los pronunciamientos dictados 
por el Poder Judicial de la Ciudad” (cf., “Carrefour Argentina S.A. s/ 
recurso de queja”, expte. nº 131/99, resolución del 23/2/00, en 

Constitución y Justicia [Fallos del TSJ], t. II, ps. 20 y siguientes, entre 

muchos otros). 
En suma, más allá del acierto o error del criterio adoptado por 

los jueces de la causa en este punto, forzoso es concluir que en autos 
no se ha logrado exponer fundadamente un caso constitucional, 
conforme lo establece el artículo 27 de la ley n° 402. 

 
3. Sólo resta añadir que la solución a la que se arriba en las 

presentes actuaciones no importa suscribir un criterio para este tipo de 

cuestiones sino que, en rigor, se vincula al examen de los requisitos de 
admisibilidad formal del remedio articulado. En consecuencia, la 
ausencia de una fundamentación adecuada para habilitar esta instancia 
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revisora me inhibe de ingresar al tratamiento de una cuestión 
marcadamente controvertida y en la cual pugnan —una vez más— las 
concepciones ortodoxamente nominalistas con las apreciaciones 

sustancialistas, en la medida en que las tasas de interés sobre 
capitales no actualizados han tenido desde antiguo como función la de 
retribuir la no disponibilidad de recursos económicos y, por otro lado, la 

de recomponer la pérdida del valor adquisitivo de la moneda en 
períodos de inestabilidad, como el que, de un tiempo a esta parte, se 
observa en nuestra economía. 

 
Por las razones expuestas, y de conformidad con lo dictaminado 

por el Fiscal General Adjunto, voto por rechazar el recurso de queja 

intentado por los coactores Graciela Delia Baratta, Marta Pereira, 
Herminda Vázquez, Horacio Ferretto, Gabriela Alejandra Garrido, Elsa 
Emma Tur, Marcela Alejandra Bermúdez, Irma Ercilia Salas Etcheverry, 

Néstor Oscar Garrido e Irene Aurora Zabala.  
 
Así lo voto. 

 
 
 La jueza Ana María Conde dijo: 

 
 Adhiero al voto de mi colega, el juez José Osvaldo Casás. 
 

 
El juez Luis Francisco Lozano dijo: 

 

 Comparto la solución propuesta por el juez de trámite, Dr. José 
Osvaldo Casás. En su recurso de queja la parte actora no logra refutar 
la denegatoria del recurso de inconstitucionalidad cuya procedencia 

pretende defender, sustentada en la falta de fundamentación suficiente 
de sus agravios. Como señala mi colega preopinante, la recurrente no 
muestra haber intentado traer ante este Estrado una prueba concreta 

de la forma en que la aplicación de la tasa de interés dispuesta en la 
sentencia que reputa inválida afecta los créditos que le fueron 
reconocidos. En otros términos, no acredita en forma suficiente cuál 

sería el gravamen con relación directa a las garantías constitucionales 
invocadas. 
 

 Por las razones expuestas, voto por rechazar la queja obrante a 
fs. 59/70.  
 

 
La jueza Alicia E. C. Ruiz dijo: 
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1. El recurso de queja fue interpuesto en tiempo y forma, sin 
embargo no dirige ninguna crítica concreta contra la resolución 
denegatoria del recurso de inconstitucionalidad. 

 
2. Como lo expliqué al votar en “Technology Bureau S.A. s/ 

queja por recurso de inconstitucionalidad denegado en ´GCBA c/ 

Technology Bureau S.A. s/ ejecución fiscal´”, expediente nº 4426/05, 

resolución del 21/06/06, entre otros antecedentes, “es requisito 

necesario de la queja que ella contenga una crítica concreta, 
desarrollada y fundada del auto denegatorio del recurso de 

inconstitucionalidad (cf. TSJ in re “Fantuzzi, José Roberto y otro s/ art. 
57 bis –causa nº 665-CC/2000- s/ queja por denegación de recurso de 
inconstitucionalidad”, expte. nº 865, resolución del 09/04/01)”. La 

exigencia de la satisfacción de tal carga alegatoria obedece a la 
regulación legal de un doble control de admisibilidad del recurso de 
inconstitucionalidad, uno realizado por el tribunal superior de la causa, 

otro, por este Tribunal Superior de Justicia. Sin tal exigencia, el control 
de admisibilidad que realiza el tribunal cuya sentencia de impugna 
resultaría irrelevante y, con ello, alterado el diseño legal del 

procedimiento en aspectos, que por razones de técnica y política 
procesal –juntos con otros, como la perentoriedad del plazo para 
interponer la queja o la exigencia de depósito como pauta general- 

coadyuvan a agilizar la tarea del Tribunal bajo una regla jurídica. 
 
Por lo expuesto voto por rechazar el recurso de queja. Así voto. 

 
 

Por ello, de acuerdo con lo dictaminado por el Sr. Fiscal General 
Adjunto, 

 
el Tribunal Superior de Justicia 

resuelve: 

 
1. Rechazar el recurso de queja planteado por Graciela Delia 

Baratta, Marta Pereira, Herminda Vázquez, Horacio Ferretto, Gabriela 

Alejandra Garrido, Elsa Emma Tur, Marcela Alejandra Bermúdez, Irma 
Ercilia Salas Etcheverry, Néstor Oscar Garrido e Irene Aurora Zabala.    

2. Mandar que se registre, se notifique y, oportunamente, se 

devuelva el principal con la queja. 
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Expte. nº 8443/12 “Baratta, 
Graciela Delia y otros s/ queja por 
recurso de inconstitucionalidad 
denegado en ‘Colacino, Ludovico y 
otros c/ GCBA s/ empleo público 
(no cesantía ni exoneración)’” 


